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Parte primera Sistemas internos de información






I. Sistemas internos de información


 1.  Normativa reguladora de los sistemas internos de información de irregularidades

Los sistemas internos de información de irregularidades tienen su origen en la Directiva (UE) 2019/1937, del Parlamento europeo y del Consejo de 23 de octubre de 2019, relativa a la protección de personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión (conocida como Directiva Whistleblowing, en adelante DW).

Esta norma armonizadora europea se ha transpuesto a nuestro ordenamiento interno mediante la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción (en adelante, L 2/23).

Sendas normativas, tanto la DW: base europea de mínimos comunes a los 27 países miembros de la Unión Europea (1) , como la L 2/23: española que la traspone, completa y desarrolla para el ámbito territorial exclusivamente de España, regulan aspectos referentes a los tres sistemas de información de irregularidades que contemplan: el canal interno (tanto en el sector privado como en el público), el externo y la revelación pública.

2.  Entrada en vigor y disposiciones sobre su transitoriedad

La Disposición final duodécima señala que la L 2/23 entra en vigor a los 20 días de su publicación en el BOE.

Esta circunstancia operó el 21 de febrero de 2023, de modo que la norma es aplicable en España desde el 13 de marzo de 2023.

Sin embargo, la Directiva 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, relativa a la protección de personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión, exigía que se hubiera transpuesto por los Estados Miembros el 17/12/2021.

Además, en España se ha establecido de manera escalonada la obligación de implantar sistemas internos de información (en adelante SII), tal y como permite el art. 26.1 de la indicada DW, que operará de la siguiente manera:


	
—  Los empleadores —personas físicas o jurídicas— con 250 trabajadores o más en su organización interna, así como entidades de la Administración obligadas —salvo Ayuntamientos de menos de 10.000 habitantes—, al exigir la norma tenerlos implantados a partir de los 3 meses desde su entrada en vigor, los tienen que tener operativos desde el 13 de junio de 2023 (DT 2ª.1 L 2/23).

	
—  Los municipios con menos de 10.000 habitantes, deben implantar operativamente el SII desde el 1 de diciembre de 2023 (DT 2ª.2 L 2/23).

	
—  Los empleadores del sector privado con entre 50 y 249 trabajadores (DT 2ª.2 L 2/23) deberán igualmente tenerlo implantado, desde el 1 de diciembre de 2023, dentro del plazo de moratoria marcado por el art. 26.2 DW, que la permitía para el 17/12/2023.



Por otra parte, el hecho de que a la fecha de publicación de esta obra no se haya puesto en funcionamiento la Agencia estatal de protección del informante (en adelante AIPI), ni desarrollado la normativa específica de funcionamiento de los canales externos, y hasta que ocurra, está impidiendo ejercer la obligación consignada en el art. 8.3 L 2/23 de notificarle la designación o el cese de todo responsable de los SII, y por supuesto, sancionar las infracciones recogidas en el art. 63 L 2/23, entre las que se destaca la consignada en su apartado 1.g cuando indica que es infracción grave el «incumplimiento de la obligación de disponer de un Sistema interno de información en los términos exigidos en esta ley».

3.  Los sistemas internos de información

Son la suma de tres elementos que lo conforman (4 y 5 L 2/23):


	
—  Canal interno de información.

	
—  Responsable del SII.

	
—  Procedimiento de gestión de informaciones.



Supone el cauce preferente para informar sobre las irregularidades denunciables (art. 4 L 2/23) siempre que:


	
—  La irregularidad se pueda tratar de manera efectiva.

	
—  El denunciante considere que no hay riesgo de represalia.



Estos dos elementos (art. 35.1.b L 2/23) forman parte de los presupuestos exigidos por la norma para que en su momento el denunciante pueda obtener protección por haber comunicado información.

4.  Finalidad/objeto perseguido por las normas que los regulan

La Directiva 2019/1937, de 23 de octubre de 2019, señala que su intención es (1 DW):


	
a)  Reforzar la aplicación del Derecho UE en ámbitos específicos (materias descritas en su Anexo + intereses financieros + mercado interior), a la vez que

	
b)  Proteger a las personas que informen de infracciones sobre ellos.



Se estima que solo los costes de la corrupción en la UE ascienden a unos 120.000 euros/año. Y en la contratación pública, entre 5.800 y 9.600 Millones de €/año. Según estimaciones de la ONU, alcanzarían un 5% del PIB. Y en España, unos 87.000 Millones de euros.

Por su parte, la L 2/23 (1 L 2/23) pretende otorgar una:


	
a)  Protección adecuada frente a las represalias que puedan sufrir las personas físicas que informen sobre irregularidades.Olvida esta disposición referirse a las personas jurídicas, pese a que también pueden denunciar infracciones normativas y sufrir represalias por ello.

Por tanto, consideramos que esta omisión no puede llevar a interpretar que las personas jurídicas están exentas de protección. De hecho, con mayor corrección el art. 35.1 L 2/23 habla de proteger a las «personas que comuniquen o revelen informaciones», sin distinguir entre físicas o jurídicas.



	
b)  Reforzar la cultura de la integridad.


	
c)  Prevenir y detectar amenazas al interés público, a la vez que perseguir conductas ilegales (genéricamente llamadas «corrupción» en el título de la Ley).



Frente a la insistencia de sendas normas en el carácter preventivo del esquema creado y la índole protectora del denunciante de irregularidades, sin el que todo el sistema legal arbitrado en su torno no tendría sentido, nosotros igualmente queremos poner en valor el carácter reactivo de la corporación del sector privado u organismo del público vinculado que, entendemos, también propugna la norma, complementando la valentía del denunciante con la ética del organismo afectado en resolver la irregularidad si efectivamente se da, solventando el incumplimiento y arbitrando la evitación de su reaparición en un futuro cimentando sólidamente el cumplimiento normativo (2) .

Igualmente, al exponer la norma los principios inspiradores de la gestión del canal interno y una cierta regulación del procedimiento en lo que se refiere al externo, —en muchos puntos fácilmente trasladable a la gestión posible de lo conocido a través de los canales internos—, la L 2/23 junto con la DW, son las primeras en inspirar la regulación y/o los protocolos de las investigaciones internas corporativas.

También es importante el hecho de que los principios de la DW sean aplicables igualmente a todas las investigaciones internas corporativas que se lleven a cabo en el territorio de los 27 Estados miembros de la UE, cumpliendo de esta forma, una cierta labor armonizadora.

5.  El perjuicio para el interés público

Cuando el art. 1 L 2/23, habla de «prevenir y detectar amenazas al interés público», está remarcando uno de sus objetivos principales de esta norma: centrar el incentivo de la protección al denunciante en asuntos que afecten al interés general, esto es, según la Exposición de Motivos, los «que afectan con mayor impacto al conjunto de la sociedad».

Sin embargo, el hecho de que en el art. 35.2.b L2/23 expresamente se excluyan de protección, entre otras, las reclamaciones sobre conflictos interpersonales —por ejemplo, un acoso, una agresión sexual, etc.—, o que afecten únicamente al informante y a las personas a las que se refiera la información —por ejemplo, una pelea con resultado de lesiones físicas entre compañeros de trabajo—, nos lleva a concluir que no siempre se protege todo lo que puede ser objeto de denuncia.

Por tanto, comoquiera que el ámbito material de aplicación de la norma (art. 2 L 2/23) va más allá de los términos marcados por la DW, pues se extiende a las acciones u omisiones que puedan constituir infracción penal o administrativa grave o muy grave, no cabe otra interpretación del art. 35 L 2/23 que la de otorgar protección a todas las personas que tengan la valentía de comunicarlas, aunque supongan en algún caso conflictos interpersonales, siempre que, como vamos a ver, se derivan de actuaciones generadas en el entorno laboral/profesional.

Ejemplo paradigmático es el caso de los delitos sexuales en el trabajo —algunos públicos y otros semiprivados, ver art. 191 CP— que sancionan hechos de clara naturaleza interpersonal. Sin embargo, como de alguna forma su comisión afecta al interés general —porque el acoso sexual de una persona hoy, puede ser el de otra distinta mañana—, debemos interpretar la norma entendiendo que no se puede descartar la protección para quienes informen de este tipo de hechos.

6.  Tipos de irregularidades que se pueden denunciar. Ámbito material. Lo denunciable

Como conforme al art. 8.3 DW, el objeto material a comunicar es la «información sobre infracciones», estas son (art. 2 L 2/23 y 2 y 3 DW), las acciones u omisiones que puedan constituir:


	
a)  Infracciones del Derecho UE:
	
—  Las del Anexo DW en materia de contratación pública, seguridad alimentaria y sanidad animal, salud pública, protección al consumidor, seguridad nuclear, de productos y transporte, servicios financieros y prevención del blanqueo de capitales, protección medio ambiente, privacidad, protección datos personales, seguridad en redes y sistemas de información, sistemas de comunicación, mercado interior y competencia….

	
—  Las Infracciones de los intereses financieros de la UE (art. 325 TFUE: cohecho, tráfico influencias y malversación).

	
—  Las Infracciones del Mercado Interior tal y como se contempla en el artículo 26.2 del TFUE, que incluyen la competencia y las ayudas otorgadas por los Estados y las infracciones al impuesto de sociedades o las prácticas con fines de obtener ventaja fiscal que afecten a la legislación del impuesto de sociedades.



Que, según el considerando 19 DW, abarcan también «todas las medidas delegadas y de ejecución nacionales y de la Unión que se hayan adoptado con arreglo a dichos actos».

Esto supone que la remisión a la materia comunitaria descrita, además de encarnar los ámbitos de mayor preocupación e interés para otorgar la protección al denunciante provenientes del legislador de la UE, abarcan también la remisión a los actos de la Unión que figuran en ese Anexo como una referencia de carácter dinámico, de manera que, «si un acto de la Unión que figura en el Anexo ha sido modificado o se modifica, la remisión se hace al acto modificado; si un acto de la Unión que figura en el anexo ha sido sustituido o se sustituye, la remisión se hace al nuevo acto».

Las acciones u omisiones sobre disposiciones en esas materias (art. 5.1 DW), deben ser i) «ilícitas» y ii) desvirtuar el objeto o finalidad de sus normas de protección, interpretadas a la luz de las denominadas «prácticas abusivas» por la jurisprudencia del TJUE (3)  ya que, como aclara el considerando 42, «la detección y la prevención efectivas de perjuicios graves para el interés público exige que el concepto de infracción incluya también prácticas abusivas, como establece la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, a saber, actos u omisiones que no parecen ilícitos desde el punto de vista formal, pero que desvirtúan el objeto o la finalidad de la ley».



	
b)  A ese ámbito material irrenunciable y preferente, la L 2/23, amplía —como expresamente permite el art. 2.2 DW—, el ámbito material de protección al transponer la norma a nuestro Ordenamiento Jurídico, a las infracciones penales o administrativas, graves o muy graves, entre las que necesariamente se comprenden las que impliquen quebranto económico para la Hacienda Pública y la Seguridad Social.



Quedan por tanto fuera de protección las denuncias referidas a infracciones administrativas leves, que sin embargo podrían dar lugar a represalias.

En conclusión, el ámbito material de protección mediante la conjunción de sendos instrumentos legales, europeo y español, va más allá del mínimo normativo perseguido inicialmente para el territorio de los 27 Estados miembros de la Unión Europea en ese mandato común que constituye la DW.

Ya que, como decimos, en el caso español, con motivo de su trasposición, finalmente comprende toda infracción administrativa, grave o muy grave y aun delictiva, con independencia del tipo de materia a que se refiera, yendo más allá de las comprendidas en los Anexos de la DW, las que afecten a los intereses financieros de la UE y las que incidan en su mercado interior, que también quedan incluidas.

Como requisitos adicionales exige la norma que la materia denunciable, sea perjudicial para el interés público, y siempre que se detecten y vinculen en el contexto de una relación laboral/profesional.

Por otro lado, al expresarse sendas normas con el aserto «puedan ser», nos preguntamos si incluyen las tentativas o formas imperfectas de ejecución de tales acciones u omisiones, sobre todo tras la desaparición de la expresión contenida en el proyecto de «ocurridas o por ocurrir».

Parece razonable pensar que las acciones incipientes, pero con potencialidad de generar una infracción en el futuro, cualquiera que sea el estado en que se hallen, son denunciables y deben, sin duda, dar lugar a protección, incluso aunque su propio autor desista de completarlas.

Así se desprende de lo dispuesto en el art. 5.2 DW que recoge la «información, incluidas las sospechas razonables, sobre infracciones reales o potenciales, que se hayan producido o que muy probablemente puedan producirse en la organización …. y sobre intentos de ocultar tales infracciones», a la luz del considerando 43 DW relativo a «infracciones que ya hayan ocurrido, infracciones que no se hayan materializado todavía, pero que muy probablemente se vayan a cometer, actos u omisiones que el denunciante tenga motivos razonables para considerar infracciones, así como intentos de ocultar infracciones».

En el mismo sentido, ante el silencio de la norma, se nos plantea la duda de si procede dar protección a quien denuncia una infracción que finalmente resulte estar prescrita.

Sin perjuicio de los efectos que dicha prescripción pueda tener frente al afectado autor de los hechos, esta circunstancia no podrá perjudicar y dejar sin protección al denunciante, que no tiene por qué conocer los plazos de prescripción y todo, claro está, siempre que además haya cumplido los requisitos exigidos por la norma.

Por otra parte, tampoco fija la L 2/23 un ámbito geográfico de aplicación, pero dadas las finalidades perseguidas por el art. 1 L 2/23, debemos entender que este se extiende a cualquier territorio de actuación de los sujetos obligados —algunos de los cuales contarán con filiales en el extranjero—, con independencia de que la infracción ocurra dentro o fuera del territorio de la Unión Europea, o de cuál sea la nacionalidad del denunciante o afectado (art. 23 LOPJ). Aunque la protección de aquel o la represión de la conducta de este, en algunos casos puedan verse limitadas por las normas internas del país donde ocurra la acción (fórum regit actum).

Finalmente, y a modo de ejemplo no exhaustivo de categorías de materias, cuyas irregularidades se podrán denunciar, encontramos las siguientes:


	
—  Medio ambiente.

	
—  Corrupción.

	
—  Concursos de personal y nombramientos.

	
—  Procesos de selección: acceso y provisión de puestos de trabajo.

	
—  Retribuciones y horas extraordinarias.

	
—  Contratación pública.

	
—  Destino fraudulento o derroche de fondos públicos.

	
—  Incompatibilidades.

	
—  Aprovechamiento ilícito de conflictos de interés.

	
—  Uso de información privilegiada.

	
—  Mercados financieros.

	
—  Financiación irregular de partidos políticos.

	
—  Blanqueo de capitales y financiación del terrorismo.

	
—  Seguridad en los productos.

	
—  Seguridad en el transporte.

	
—  Protección frente a radiaciones y seguridad nuclear.

	
—  Seguridad alimentaria.

	
—  Seguridad animal.

	
—  Salud pública.

	
—  Protección de consumidores.

	
—  Protección de la privacidad y datos personales.

	
—  Seguridad en redes y sistemas de información.

	
—  Intereses financieros de la UE.

	
—  Infracciones de mercado interior.

	
—  Competencia.

	
—  Ayudas públicas.

	
—  Impuestos.

	
—  Igualdad de oportunidades y trato entre hombre y mujer en empleo/ocupación y en acceso a bienes y servicios, y con independencia de su origen racial o étnico.

	
—  Seguridad y salud.

	
—  Acoso….



7.  Materia excluida de aplicación de esta Ley

La norma, siguiendo los criterios del art. 3 DW, establece que la protección prevista en la L 2/23 no será de aplicación a las informaciones que afecten a las siguientes materias (2.4 y 5 L 2/23):

Información clasificada

— Obligaciones derivadas de la protección del secreto profesional de Médicos y Abogados,

— Confidencialidad en las actuaciones de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado —único supuesto que no se contemplaba en el texto de la DW—.

— El secreto de la deliberación judicial

— Procedimientos de contratación sobre información clasificada o declarados secretos o reservados, o aquellos cuya ejecución deba ir acompañada de medidas de seguridad especiales conforme a la legislación vigente, o en las que lo exija la protección de intereses esenciales para la seguridad del Estado.

No son objeto propio de denuncia, salvo que de alguna forma lo infringido afecte «al conjunto de la sociedad», y/o genere amenazas al interés público: las infracciones a los códigos éticos, de conducta, planes de integridad, y otros instrumentos internos de gobernanza y gestión, propios del soft law, que se infrinjan en la corporación/entidad, pues los objetivos internos y los mandatos de conducta ética no reprobados normativamente con el Derecho Penal o Administrativo, quedan al margen de su protección.

En ese sentido, el art. 7.4 L 2/23, señala que: «los canales internos de información podrán estar habilitados por la entidad que los gestione para la recepción de cualesquiera otras comunicaciones o informaciones fuera del ámbito establecido en el artículo 2, si bien dichas comunicaciones y sus remitentes quedarán fuera del ámbito de protección dispensado por la misma».

8.  Materia protegida regulada específicamente

Por otra parte, el propio art. 2 L 2/23 señala que hay ámbitos que afectan a la materia que siguen regulados por su norma concreta:


	
—  El proceso penal (art. 2.2 L 2/23), incluidas las diligencias de investigación, que se rigen por la Ley de Enjuiciamiento Criminal (en adelante LECrim) o, en el caso de las propias de la Fiscalía Europea Delegada en España, que, en delitos de su competencia material, se rige por el Reglamento (UE) 2017/1939 del Consejo, de 12 de octubre de 2017, y por su L.O. 9/2021, de 1 de julio, de aplicación.

	
—  La seguridad y salud en el trabajo (art. 2.3 L 2/23), que se rige por la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales, aunque la protección de quien informe sobre irregularidades en esta área y el uso de los SII (Art 2.3 L 2/23) es compatible con aquella.



Finalmente, la DW prefiere que la protección referente a las denuncias sobre determinadas materias continúe rigiéndose por su normativa específica, esto es, aquella que regula los mecanismos para informar sobre infracciones y proteger a los informantes previstas por leyes sectoriales o por los instrumentos de la Unión Europea enumerados en la parte II del Anexo de la Directiva (UE) 2019/1937, que son:


	
—  Sector de servicios, productos y mercados financieros: determinados organismos de inversión colectiva en valores mobiliarios; fondos de pensiones de empleo; cuentas anuales y de las cuentas consolidadas; abuso de mercado; entidades de crédito y a la supervisión prudencial de las entidades de crédito y las empresas de inversión; mercados de instrumentos financieros; liquidación de valores en la Unión Europea y los depositarios centrales de valores; productos de inversión minorista empaquetados y los productos de inversión basados en seguros; operaciones de financiación de valores y de reutilización; distribución de seguros y folleto que debe publicarse en caso de oferta pública o admisión a cotización de valores en un mercado regulado

	
—  Sector de prevención del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo: prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo e información que acompaña a las transferencias de fondos.

	
—  Sector de seguridad en el transporte: notificación de sucesos en la aviación civil; determinadas responsabilidades del Estado del pabellón en materia de cumplimiento y control de la aplicación del Convenio sobre el trabajo marítimo, y control de los buques por el Estado rector del puerto.

	
—  Sector de protección del medio ambiente: seguridad de las operaciones relativas al petróleo y al gas mar adentro.



9.  Relación con el proceso penal

Según los arts. 9.2.j y 18 L 2/23, si a través del procedimiento de los canales internos y externos se detectaran informaciones que presenten caracteres o apariencia delictiva, se deberán remitir inmediatamente a la Fiscalía.

Configura la norma, en consecuencia, un ámbito de compatibilidad y convivencia con el proceso penal, al que se refieren el art. 3.2.d DW cuando indica que su regulación no afectará a las normas del enjuiciamiento criminal, y el 2.2 L 2/23, cuando señala que la protección que otorga no excluirá la aplicación de las normas relativas al proceso penal, incluyendo las diligencias de investigación.

En consecuencia, las normas del proceso penal no se pueden ver afectadas ni minoradas por las de la ley de protección, y al interpretarla, ex art. 2.2 L 2/23, no se podrá aceptar que contraríen los principios y derechos procesales (derecho de defensa —art. 39 L 2/23—, a no autoincriminarse…,).

En palabras del considerando 28 DW, lo regulado en la Directiva: «no debe afectar a las normas nacionales relativas al proceso penal, especialmente a las destinadas a proteger la integridad de las investigaciones y procedimientos o los derechos de defensa de las personas afectadas»)

Y en la misma línea debe interpretarse la protección que específicamente el art. 2.4 L 2/23 recoge del secreto del Abogado, o la que los arts. 9.2.h, 19.3 y 39 L 2/23 otorgan al respeto de la presunción de inocencia.

La normativa procesal penal, de rango orgánico legal, se impone y sirve para interpretar preceptos de la ley de protección al informante que tan solo tiene rango de norma ordinaria.

De manera que se deben imponer cuando permiten exégesis complementarias, como, por ejemplo cuando la norma señala que las presuntas infracciones penales se deben denunciar ante el Ministerio Fiscal, callando que también lo pueden ser ante el Juez o la Policía (4) , o incluso cuando choquen con derechos fundamentales como cuando se indica que es obligado colaborar con las investigaciones de las AIPIs, sin especificar que no alcanza a los investigados/afectados que opten por acogerse a su derecho a no autoincriminarse.

Y lo mismo hay que decir de los preceptos de naturaleza penal sustantiva, de interpretación claramente autónoma, como se encarga de recordar algún precepto de la norma como es el caso del art. 38.1 L 2/23 in fine cuando se trata del tema de la revelación de información.

10.  Personas que pueden denunciar. Ámbito personal. Los denunciantes

La norma (art. 3 L 2/23) permite —legitimación activa— denunciar irregularidades de forma protegida frente a represalias a cualquier persona que, dentro de un contexto laboral o profesional, ya en el sector público, ya en el privado, comunique información sobre presuntas irregularidades en materia comunitaria, administrativa grave o muy grave o penal.

Con pretensión meramente enunciativa y no exhaustiva, pues además de los señalados caben cuantos se relacionen profesional/laboralmente con la entidad/organismo sujeto obligado a instalar SIIs, el precepto que analizamos comprende (art. 3.1 L 2/23):


	
—  Los empleados públicos o trabajadores por cuenta ajena.Tanto en el caso de los funcionarios, como en el de los trabajadores, pese a la mención específica (art. 3.1.a L 2/23), se debe incluir a todos, esto es, a los que lo son por «cuenta ajena», como a los interinos, mientras ejerzan su función dentro de la relación profesional que ha originado la información sobre una presunta irregularidad, y con independencia de la modalidad contractual (fijo o no) o del desarrollo temporal (finalizado, no iniciado, en vigor), de la misma.



	
—  Los autónomos.


	
—  Los accionistas, partícipes y personas pertenecientes al órgano de administración, dirección o supervisión de una empresa, incluidos los miembros no ejecutivos y

	
—  cualquier persona que trabaje para o bajo la supervisión y la dirección de contratistas, subcontratistas y proveedores.




Igualmente (art. 3.2 L 2/23) a los informantes que comuniquen o revelen públicamente información sobre infracciones obtenidas en el marco de una relación laboral o estatutaria ya finalizada, voluntarios, becarios, trabajadores en periodos de formación con independencia de que perciban o no una remuneración, así como a aquellos cuya relación laboral todavía no haya comenzado, en los casos en que la información sobre infracciones haya sido obtenida durante el proceso de selección o de negociación precontractual.

Además (art. 3.3 L 2/23) la protección se extenderá, en su caso, específicamente a los representantes legales de las personas trabajadoras —sindicalistas, comités de empresa…— (incluidos los de los empleados públicos) en el ejercicio de sus funciones de asesoramiento y apoyo al informante.

Y con la misma razón, cuando denuncien, motu proprio, consecuencia del propio ejercicio de su labor sindical.

También pueden comunicar información lo que podríamos considerar personas cercanas, relacionadas o del círculo próximo del denunciante (art. 3.4 L 2/23) que puedan sufrir represalias —entre las que incluir—:


	
—  Las que la DW denomina «facilitadores» (5) , «personas físicas que, en el marco de la organización en la que preste servicios el informante, asistan al mismo en el proceso»—,


	
—  Además de compañeros de trabajo y familiares vinculados o cercanos a quien ha comunicado una infracción—.

	
—  Personas jurídicas —empresas, asociaciones, fundaciones, ONGs, …—, para las que trabaje o con las que mantenga cualquier otro tipo de relación en un contexto laboral o en las que ostente una participación significativa. A estos efectos, se entiende que la participación en el capital o en los derechos de voto correspondientes a acciones o participaciones es significativa cuando, por su proporción, permite a la persona que la posea tener capacidad de influencia en la persona jurídica participada.



De manera que colectivos inicialmente dudosos como algunos stakeholders (partes interesadas) vinculados en el contexto profesional que no pertenecen a la corporación donde opera la irregularidad —v. gr: clientes, proveedores, subcontratados, competidores…tanto personas físicas como jurídicas—, pero que la conocen con ocasión de esas relaciones profesionales/laborales, pueden igualmente denunciar irregularidades y acabar resultando protegidas de posibles represalias, en especial las de tipo comercial.

No contempla específicamente el art. 36.3 L 2/23 este tipo de represalia, pero entendemos que no puede descartarse, dada su potencialidad, y ante el hecho de que el precepto, igual que el que analizamos, indican que lo que enumera es a título enunciativo y no exhaustivo.

En el caso concreto de entidades y corporaciones específicamente obligadas a instalar canales internos propios, cabe añadir que estarán legitimados para denunciar irregularidades operadas en su seno, además de los hasta aquí señalados, quienes en su ámbito competencial puedan resultar represaliados por denunciarlas, cuando lo hagan por lo ocurrido dentro de las relaciones normales de la función que prestan. Así:


	
—  En las Administraciones, organismos y entidades públicas de la Administración, Órganos constitucionales y asimilados, podrá denunciar presuntas irregularidades cualquier persona, no solo los ciudadanos.

	
—  En las Universidades, los alumnos.

	
—  En los partidos políticos, los afiliados, simpatizantes y cualquier persona que pueda votar.



La sanción para quien informe de presuntas irregularidades sin tener relación «laboral/profesional» con la identidad concernida no es la de excluirle de protección por infracción del art. 35.1 b L 2/23, pues la formulación abierta de la misma no excluye a los externos, al menos en los casos en que la corporación pueda de alguna forma llegar a represaliar sus intereses precisamente por haber comunicado irregularidades.

Más compleja es la legitimación que para informar de presuntas irregularidades pueda tener persona o entidad de identidad desconocida —y que, por esa circunstancia, precisamente, espera no sufrir represalias ni necesitar protección—, ya que entre quien así actúe habrá comunicantes de infracciones conocidas únicamente de referencias o incluso fuera del «contexto laboral/profesional» previsto para los identificados.

11.  El denunciante anónimo

El art. 6.2 DW señala que los Estados miembros, al trasponerla, tienen completa libertad para decidir si permiten o no las llamadas denuncias anónimas, esto es, la información sobre infracciones hecha por persona cuya identidad no es conocida.

En su aplicación, el Art 7.3 L 2/23 la recoge expresamente al indicar que «los canales internos de información permitirán incluso la presentación y posterior tramitación de comunicaciones anónimas» y lo mismo ocurre en los externos, para los que el art. 17.1 L 2/23 señala que: «la información puede llevarse a cabo de forma anónima».

En su apoyo la Exposición de Motivos de la L 2/23 razona que el anonimato se ha erigido en «un instrumento esencial para la "compliance" de una empresa y ha sido fundamental para poder recibir denuncias graves que de otra manera las personas trabajadoras y los colaboradores no se atreverían a señalar por temor a represalias en caso de ser identificados».

Las estadísticas de las Agencias Antifraude Valenciana (6)  y Catalana (7)  así parecen corroborarlo, pues su experiencia determina que cuando permitieron la misma, las cifras de denuncias se duplicaron.

La figura de la denuncia anónima, prohibida (8)  (arts. 266 o 268 LECrim) y con doctrina muy matizada, en el proceso penal, como vamos a ver, sin embargo, viene, en los últimos tiempos siendo admitida por preceptos de otras normas:


	
—  Internacionales, como es el caso del art. 13.2 Convenio ONU contra la Corrupción de 31/10/2003, o el art. 5.1 Reglamento UE, EURATOM n.o 883/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de septiembre de 2013 relativo a las investigaciones efectuadas por la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF) y

	
—  Nacionales, como es el caso del art. 48.1 de la Ley 7/2007, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres (en materia de acoso sexual); el art. 24 de la LOPD y GDD 3/2018, de 5 de diciembre (tras la L 2 /23 el precepto ya no lo explicita) y el art. 26 bis.1 de la Ley 10/2010, de prevención de blanqueo de capitales y financiación del terrorismo.



El anonimato y la necesidad aparejada de evitarse represalias no implican (Considerando 82 EM DW) que, si concurren otras obligaciones necesarias y proporcionadas según el Derecho de la UE o el nacional interno —como puede ser el derecho de defensa del afectado—, no se pueda acabar revelando la identidad del denunciante, si se conoce, precisamente porque su identificación final no debe suponer problema de protección, dado que tanto el art. 6.3 DW como el 35.3 L 2/23 otorgan protección al inicial informante anónimo del que se acabe conociendo la identidad.

Los denunciantes anónimos son fuente de investigación si gozan de verosimilitud, pudiendo sus testimonios, en consecuencia, originar investigaciones que se constaten y contrasten por otros medios identificados.

Como indica la STS 171/2019, de 28/03: «no cabe hacer abstracción de esas informaciones anónimas, como si no existiesen».

El desconocimiento sobre quién la realiza se puede compensar tratando de confirmar la información que contenga a través de otros datos y fuentes identificadas.

Esa es una de las razones por las que la norma permite hasta 3 meses para investigar en la empresa: verificar la información anónima origen de una investigación siempre que presente congruencia y aparente verosimilitud.

De cara a un posible hipotético futuro proceso jurisdiccional (laboral, penal), sin embargo, la denuncia anónima debe corroborarse necesariamente para que, de ser mera información iniciadora, origen de la notitia criminis, y posible fuente de prueba, pase a convertirse en efectivo medio de prueba, sometible a las garantías de la contradicción y análisis crítico de la Defensa, esto es, para pasar de ser mera alarma, a convertirse en prueba testifical.

Por muy voluntaristas que queramos mostrarnos para con la denuncia anónima, es lo cierto que la experiencia sobre ellas también presenta la gran desventaja de su posible falsedad, su formulación como media verdad incontrastable o la manipulación que puede encerrar al esconder o silenciar circunstancias que pueden atemperar la irregularidad denunciada, sin permitir contrastarlo por ignorar de quién procede, generando, y es su principal reproche, situaciones de auténtica dificultad e indefensión para poder reaccionar frente a ellas.

Esa es la razón por la que su información no goza procesalmente de valor probatorio, debiendo, para obtenerlo con garantías, buscar y constatar su veracidad por otra fuente corroborativa, esta sí, claramente identificada.

La ventaja de la denuncia identificada (no anónima) es que puede convertirse en prueba, dada su aptitud para ser contradicha, criticada y combatida, al conocerse su fuente de origen y poder así valorar mejor su verosimilitud y contexto, aceptándolos o descartándolos.

En la anónima, por el contrario, hay que comprobar la veracidad de lo denunciado por fuente de prueba diferente, lo que obliga a comprobar si presenta aparente veracidad, mediante investigaciones complementarias que no dejan de ser investigaciones para ver si se acaba investigando.

Los hechos de la denuncia anónima «deben ser objeto de un juicio de ponderación reforzada» …» una vez valorados en su integridad y analizados de forma reforzada su congruencia argumental y la verosimilitud de los datos que suministra, pueden hacer surgir …el deber de investigar» (STS 141/2020, de 13 de mayo; STS 580/2020, de 5 de noviembre).

Su valor es el de una notitia criminis para iniciar una investigación (STS 35/2020, de 6 de febrero; STS 13/12/2015).

Además, en segundo lugar, el anonimato tampoco permite basar en su solo testimonio la adopción de medidas restrictivas de derechos fundamentales (STC 184/2003, de 23 de octubre). La denuncia anónima, por insuficiente, no puede erigirse en la única base para fundamentar la injerencia en un derecho fundamental del afectado —v. gr.: secreto comunicativo, privacidad, protección de datos personales, inviolabilidad de esferas privadas de intimidad…—, no puede ser la primera a adoptar, pues la limitación de derechos fundamentales del investigado debe fundarse en datos objetivables, y el anónimo no lo es.

Por el contrario, sin embargo, la denuncia anónima cuenta con enormes ventajas: la principal, que es un incentivo a la denuncia como fuente de conocimiento de presuntas irregularidades, porque elimina el miedo a denunciar y sufrir represalias que muchos se plantean a la hora de pensar siquiera si se atreven o no a denunciar, y ello no implica inefectividad, pues aproximadamente acaban fructificando las mismas que cuando se denuncia aportando la identidad.

Además, permitir las denuncias anónimas ayuda a reducir el número de infracciones, dado el miedo que el infractor mismo puede sufrir de acabar siendo fácilmente denunciado por cualquiera que conozca lo que ha hecho.

12.  Los denunciables

Nos preguntamos en este punto quiénes pueden ser denunciados, y especialmente si existe algún obstáculo a que puedan comunicarse infracciones presuntamente cometidas por responsables externos ajenos (no vinculados) a quienes las comunican, por el hecho de que, entre denunciante/comunicante y denunciado/afectado, no exista ninguna relación de tipo laboral o funcionarial.

Y entendemos que no los hay, porque la norma lo que exige es que el conocimiento de esa presunta participación de un ajeno en la infracción se haya producido —«en un»— con ocasión del «contexto laboral/profesional» y no que necesariamente los implicados sean compañeros o directivos del denunciante.

En consecuencia, en cuanto a los sujetos, la norma no excluye a nadie de poder ser denunciado.

Piénsese, por ejemplo, en los casos de corrupción, donde aparecerá un externo a la corporación implicado cuya connivencia con la oferta de ventajas ilegales para adjudicar o comprar debe ser denunciada necesariamente.

13.  El llamado «contexto laboral/profesional»

Para que la denuncia despliegue la protección para quien la haga (y algunas cercanas a él que puedan resultar afectadas precisamente por ello), además de las exigencias materiales y personales hasta aquí descritas, la norma requiere que la información sea veraz (ver epígrafe siguiente) y que, como decimos, se haya producido con ocasión del contexto laboral/profesional (art. 3.1 L 2/23) —comercial, incluso— en donde la presunta irregularidad se ha producido.

Como señala el considerando 36 DW: «las personas necesitan protección jurídica específica cuando obtienen la información que comunican con motivo de sus actividades laborales y, por tanto, corren el riesgo de represalias laborales, por ejemplo, por incumplir la obligación de confidencialidad o de lealtad. La razón subyacente para prestarles protección es su posición de vulnerabilidad económica frente a la persona de la que dependen de facto a efectos laborales. Cuando no existe tal desequilibrio de poder relacionado con el trabajo, por ejemplo, en el caso de demandantes ordinarios o testigos, no es necesaria la protección frente a represalias».

La norma (art. 35 L 2/23) no excluye de protección a personas «externas» a la corporación donde haya ocurrido la irregularidad, siempre que las represalias sufridas por hacerlo supongan un perjuicio directa o indirectamente derivado de actuaciones laborales o profesionales vinculadas por su relación con aquella.

El ejemplo en el ámbito personal de aplicación del que más represalias derivarán es el referido en el art. 3.1.d L 2/23 que permite denunciar a «cualquier persona que trabaje para o bajo la supervisión y la dirección de contratistas, subcontratistas y proveedores».

La norma configura el referido ámbito personal del art. 3.1 L 2/23 como de contenido abierto (numerus apertus), al señalar que forman parte de este «en todo caso» los específicamente enumerados, lo que supone y permite que lo puedan ser otros que no aparezcan específicamente señalados en el precepto.

Sin embargo, en lo que se refiere a lo comunicado por los canales internos, no se puede afirmar lo mismo del ámbito objetivo necesario para obtener la protección, de modo que, según el repetido art. 3.1 L 2/23 solo la pueden alcanzar quienes denuncien infracciones que se produzcan dentro «del contexto laboral y profesional» (ya sea en el sector privado o público).

Así lo remarcan igualmente el art. 4.1 y 5.7 DW, al exigir que la infracción denunciada se genere «en el marco de la organización en la que preste servicios el informante», contexto laboral que el art. 5.9 DW define como: «actividades de trabajo presentes o pasadas en el sector público o privado a través de las cuales, con independencia de la naturaleza de dichas actividades, las personas pueden obtener información sobre infracciones y en el que estas personas podrían sufrir represalias si comunicasen dicha información».

Ese contexto o marco laboral/profesional, en consecuencia, excluye de protección a quien denuncie infracciones desligadas del uso de medios ajenos a la corporación, así como los que ocurran fuera de sus dependencias o establecimientos —incluyendo los informáticos, como pueden ser sus sistemas o webs—, esto es, las acaecidas donde no alcance el racional control que sobre las irregularidades debe serle exigible a la corporación/entidad, y que abarca el ámbito a donde se puede extender su posible responsabilidad penal o civil —incluida, por supuesto, la subsidiaria—.

A modo de ejemplo, si lo denunciado, aun ocurrido entre personas de la corporación del informante, no tiene conexión con la relación laboral/profesional, y es ajena a ella, —v. gr: pelea entre compañeros de trabajo, por motivos personales, en período no laboral y fuera de las dependencias laborales—, aun si se denuncia a través del SII —que puede hacerse—, por un lado, no le otorga al informante la protección prevista en los arts. 35 y ss. L 2/23 (9)  y, por otro, solo le obliga al gestor, a canalizarla ante la Autoridad competente —v. gr. remitiéndola al Ministerio Fiscal— sin mayor actuación.

Precisamos que tiene que ocurrir fuera del espacio físico de actuación de la corporación, hasta donde alcance su capacidad de control, para coincidir con el ámbito donde responde al menos civilmente —aun en grado subsidiario—, pues es donde la corporación puede evitar su causación o la multiplicación, en el espacio/tiempo, de sus consecuencias lesivas. Más abajo ampliamos este aspecto.

14.  Lo denunciado y la veracidad

Por otra parte, para poder recibir protección, lo comunicado debe ser «veraz» (art. 35.1.a L 2/23), en el sentido —expresado en negativo— de no ser falso ni manipulado intencionadamente, o tergiversado, «al momento de hacerse la comunicación o revelación».

En palabras del considerando 32 DW: «para gozar de protección al amparo de la presente Directiva, los denunciantes deben tener motivos razonables para creer, a la luz de las circunstancias y de la información de que dispongan en el momento de la denuncia, que los hechos que denuncian son ciertos. Ese requisito es una salvaguardia esencial frente a denuncias malintencionadas, frívolas o abusivas, para garantizar que quienes, en el momento de denunciar, comuniquen deliberada y conscientemente información incorrecta o engañosa no gocen de protección».

La STEDH de 14 de febrero de 2023, en el caso Halet c. Luxemburgo, señala que el informante de irregularidades debe comportarse de manera responsable, debiendo verificar que lo que va a revelar es auténtico, antes de hacerlo público adoptando medidas diligentes para comprobar, en la medida de sus circunstancias, que la información es precisa y confiable.

Pues revelar información mendaz une, a la sanción legal de la exclusión de protección, que la propia comunicación falsa constituye infracción perseguible por la AIPI (art. 63.1.f L 2/23): revelar información «a sabiendas de su falsedad».

El móvil o motivación por la que se denuncia, son en sí mismo irrelevantes, siempre y cuando lo que se comunique sea veraz («los motivos de los denunciantes al denunciar deben ser irrelevantes (10)  para determinar si esas personas deben recibir protección» —considerando 32 DW—).

Pero la exclusión y sanción por denuncias falsas a sabiendas no debe confundirse con que lo comunicado en todo caso se pueda o deba probar.

Para conseguir incentivar que los relacionados laboral/profesionalmente denuncien las infracciones de que conocen, la norma únicamente les exige que crean de buena fe que los hechos que comunican son ciertos, procedentes de fuente fiable, y no, además, aunque no estaría de menos, que aporten las pruebas que lo demuestren —v. gr.: trabajador que denuncia haber presenciado la entrega de un dinero en un sobre en circunstancias de opacidad, que resulta ser un pago debido y lícito—.

De lo contrario, la dificultad de probar, o comprometer a terceros en hacerlo, podría detraer a numerosos denunciantes de comunicar su conocimiento de infracciones.

De esta forma, —seguimos invocando el considerando 32 DW— se «garantiza que la protección no se pierda cuando el denunciante comunique información inexacta sobre infracciones por error cometido de buena fe».

Estar en la creencia de ser veraz lo comunicado no implica que sea obligatorio presentar o aportar «pruebas concluyentes», ya que aparte el propio testimonio o el de conocerlo por referencia de terceros, puede el comunicante no tener más fuente de información, u otra relación con la prueba, que su propia palabra.

La exposición de motivos de la L 2/23 opta por remarcar esta idea: «la buena fe, la conciencia honesta de que se han producido o pueden producirse hechos graves perjudiciales constituye un requisito indispensable para la protección del informante. Esa buena fe es la expresión de su comportamiento cívico y se contrapone a otras actuaciones que, por el contrario, resulta indispensable excluir de la protección, tales como la remisión de informaciones falsas o tergiversadas, así como aquellas que se han obtenido de manera ilícita».

Y en el mismo sentido, en positivo, el art. 6.1.a DW, lo exige cuando indica que solo pueden aspirar a tener protección los denunciantes que «tengan motivos razonables para pensar que la información sobre infracciones denunciadas es veraz en el momento de la denuncia» y en negativo, cuando el art. 23.2 DW sanciona a quien haya «comunicado o revelado públicamente información falsa a sabiendas».

La exigencia de veracidad, delimitada negativamente por la exigencia de no remitir informaciones que se saben falsas o tergiversadas, debe medirse conforme a criterios de ciudadanía media (el «buen padre de familia» del Derecho romano), de manera que no se eleve su exigibilidad hasta la infalibilidad, para evitar que los denunciantes no se autoexijan estándares de cuasi certeza que harían que muchas irregularidades quedasen sin investigar por el miedo de los denunciantes de dar el paso para informarlas al no constarles con total certeza.

Si «comunicar o revelar públicamente información a sabiendas de su falsedad» es sancionable ante la AIPI (art. 63.1.f L 2/23), por el principio de intervención mínima y subsidiariedad del Derecho Penal, no puede también y a la vez considerarse delito de denuncia falsa (arts. 456 o 457 CP), de modo que lo denunciado a través de los canales internos y externo, en puridad, no constituye propiamente una denuncia, a los efectos procesales o penales.

No olvidemos que la interrupción de la prescripción del hecho que conforma el delito (art. 132.2 CP), no opera hasta que un Juez admite a trámite su investigación, dictando resolución motivada que atribuya al afectado su presunta participación en un hecho que presente caracteres delictivos, lo que supone que ni las investigaciones pre-procesales del Ministerio Fiscal ((TS 867/2002, de 29 de julio), ni las externas de las AIPIs, ni las de los canales internos, interrumpen la prescripción penal, porque, en puridad, no son actuaciones procesales judiciales propiamente tales.

15.  Informaciones denunciables no protegidas

Por su parte, el art. 35.2 L 2/23, excluye de protección expresamente las:

a) Informaciones contenidas en comunicaciones que hayan sido inadmitidas por algún canal interno de información o por alguna de las causas previstas en el artículo 18.2.a L 2/23.

En numerosas ocasiones —dado el deber de confidencialidad de la información y protección de datos, sobre lo denunciado por otros—, será difícil que el denunciante conozca de la concurrencia de este extremo, que, en consecuencia, va más dirigido al investigador/gestor del canal que sí debe conocerlo y aplicarlo.

Por ello, si uno de los objetivos de la norma es potenciar que se denuncien infracciones, cuando las ya conocidas a través de otros sean reiteradas de buena fe por un nuevo comunicante, no se entiende por qué quedan excluidas de protección.

Máxime cuando la Directiva (art. 6.1 DW) no contempla la inadmisión de denuncias como causa para dejar sin protección al denunciante, como no puede ser de otra forma, ya que, caso contrario, se estaría dejando en manos de la corporación/entidad el derecho de protección del trabajador/profesional que acude al canal interno para comunicar una irregularidad.

Como ya hemos señalado, nuevamente la L 2/23 confunde lo que debe o no investigarse, con otorgar o denegar protección a quien lo comunica.

La doble o ulterior denuncia de algo ya comunicado, debe dar lugar a la acumulación de lo repetido a lo original inicial y recibir el tratamiento oportuno en el expediente al que se una.

Además, podría darse la paradoja de que algo inadmitido por un canal interno —ya sea del sector privado, ya del público— al ser reiterado ante el externo por el comunicante insatisfecho, resulte siendo admitido e investigado precisamente por la AIPI que es la que otorga y ejecuta la protección forzosa (art. 41 L 2/23).

Y en lo que hace a las causas recogidas en el art. 18.2.a L 2/23, esta excluye de protección, asimismo a quien comunique:


	
1)  Hechos que carezcan de toda verosimilitud.

	
2)  Hechos que no sean constitutivos de infracción del ordenamiento jurídico incluida en el ámbito material de aplicación de esta ley —lo que es una redundancia del párrafo d) de este precepto—.

	
3)  Hechos que carezcan manifiestamente de fundamento o aparenten —existan indicios racionales de— haberse obtenido mediante la comisión de un delito.

	
4)  Hechos que no constituyan información nueva y significativa sobre infracciones en comparación con una comunicación anterior respecto de la cual han concluido los correspondientes procedimientos, a menos que se den nuevas circunstancias de hecho o de Derecho que justifiquen un seguimiento distinto.



Se refiere el precepto invocado a cuando estas apreciaciones o «juicios»: carecer de verosimilitud, de fundamento, no constituir infracción objeto de la norma, haberse obtenido delictivamente o ser idénticas de otras previas, las realiza una Autoridad: una AIPI, aunque se alcancen tras reiterarlas después de haber sido inadmitidas en un canal interno, y no cuando las acuerde un investigador corporativo.

Por ello, hablando del canal externo, cuando el art. 11.3 DW permite que las AIPIs archiven denuncias, añade a continuación que archivar «no afectará a otras obligaciones o procedimientos aplicables para tratar la infracción denunciada, ni a la protección prevista por la presente Directiva en relación con la denuncia interna o externa», por lo que, entendemos que la exclusión de protección —especialmente por haber denunciado algo verosímil de buena fe que después resulta inadmitido por un canal interno—, pero también cuando sea archivado por un canal externo, no son conformes con lo regulado en la Directiva, por infringir esa disposición.

La DW excluye de protección, por ilícita, considerando 32 a «quienes, en el momento de denunciar, comuniquen deliberada y conscientemente información incorrecta o engañosa», y también, por innecesaria, considerando 43 DW, a quienes «comuniquen información que ya esté completamente disponible para el público, o rumores y habladurías no confirmados».

Además de estas dos causas, el art. 11.3 DW permite archivar las referidas a «infracciones manifiestamente menores» y el art. 11.4 DW a «las reiteradas sin información nueva ni significativa», pero las vincula a la finalidad de: «aliviar las cargas que soporten las Autoridades competentes».

En consecuencia, como la norma busca incentivar y fomentar el hecho de denunciar irregularidades, no se puede dejar sin protección a quien haciéndolo de buena fe —y resultando represaliado por ello— lo haga sobre hechos que la corporación/entidad o la AIPI acaben considerando de entidad menor o reiteradas, porque, como decimos, una cosa es lo que se deba investigar —cuestión que admite criterios de eficiencia—, y otra, dar protección a quien aporte los hechos que puedan llevar o no a hacerlo.

Particularmente complicada de interpretar se presenta la causa 3ª de exclusión de la protección del informante («existan, a juicio de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., indicios racionales de haberse obtenido mediante la comisión de un delito»), supuestamente basada en la disposición del art. 21.3 DW cuando indica: «los denunciantes no incurrirán en responsabilidad respecto de la adquisición o el acceso a la información que es comunicada o revelada públicamente, siempre que dicha adquisición o acceso no constituya de por sí un delito. En el caso de que la adquisición o el acceso constituya de por sí un delito, la responsabilidad penal seguirá rigiéndose por el Derecho nacional aplicable».

Ambas disposiciones se remiten al Derecho Penal —como no puede ser de otra forma— para apreciar si hay o no indicios racionales de que en la fase de obtención de la información se ha podido cometer el delito, normalmente de descubrimiento y revelación de secretos (art. 197-201 CP), pero también otros como los sancionados en los arts. 278-280; 413-418 o 534-536.

Parecen estar pensando únicamente en delitos ocurridos en la fase de obtención de información documental, tecnológica o no— considerando 92 DW—, pero no debemos descartar que también pueden cometerse cuando la información provenga de fuentes personales viciadas, como p. e.: la obtenida mediante tortura (art. 174CP), amenaza o coacción (art. 169-172 quater CP) o cualquier violentación de la voluntad del testigo o perito, que consideramos, igualmente deben conllevar responsabilidad penal.

Tanto la DW como la L 2/23 se refieren exclusivamente a la información obtenida delictivamente, de manera que no excluyen formalmente la información ilícita o irregular no delictiva (11) , cuestión que tratamos más adelante.

Sin embargo, mientras que el art. 21.3 DW se centra exclusivamente en recordar que aportar información obtenida de esa forma merece reproche penal, el art. 18. 2.a.3º L 2/23 además, y como no puede ser de otra forma, aquí sí, le anuda como consecuencia, la desprotección —todo en base a la consideración que la AIPI realice de si aprecia indicios racionales de delito o no en su obtención—.

Parece razonable que para no fomentar hackeos, intrusiones, robos de documentación o escuchas ilegales y mucho más la obtención de testimonios o pericias mediante la violencia, se desmotive la consecución delictiva de información, sobre todo en un SII, como el español, que permite denuncias anónimas —que precisamente pueden serlo por esa razón—, difundiendo el doble mensaje de que las infracciones ni se combaten cometiendo delitos, ni mucho menos se «premian».

Sin embargo, si lo obtenido delictivamente fuera acompañado de otra información, completamente independiente, sin conexión de antijuridicidad alguna con aquello, la IIC debe desplegarse, con independencia de que no quepa proteger a quien en parte comunica información lícita y en parte delictiva.

b) Informaciones vinculadas a reclamaciones sobre conflictos interpersonales o que afecten únicamente al informante y a las personas a las que se refiera la comunicación o revelación.

Igualmente, la norma priva de protección al denunciante, aun a riesgo de que pueda sufrir represalias, cuando lo que comunique, pese a presentar interés público, pertenezca al ámbito de lo interpersonal o particular, sin afectar directamente la relación laboral o profesional en cuyo contexto se haya producido.

Parece contrario a ese interés público y a los fines perseguidos por la norma no proteger p. e.: a la denunciante de un acoso sexual en el trabajo por tratarse de un conflicto entre víctima y autor, cuando va a generar responsabilidades civiles para la empresa donde haya ocurrido, salvo diligencia extrema en sentido contrario, que pueden perfectamente ser el origen de futuras represalias contra la víctima.

En consecuencia, debe propugnarse un complemento interpretativo que es que esta causa solo puede conllevar desprotección al denunciante cuando el conflicto interpersonal sea menor y no afecte al interés público.

c) Informaciones que ya estén completamente disponibles para el público o que constituyan meros rumores.

Aquí sí puede obviarse la protección, pues los primeros no son necesarios ya, por conocidos con publicidad y los segundos, no es que carezcan de prueba —que ya hemos dicho que no es estrictamente exigible—, sino que carecen de fiabilidad o veracidad en sí, al estar apoyados sobre la nada.

d) Informaciones que se refieran a acciones u omisiones no comprendidas en el artículo 2 L 2/23.

Que ya hemos indicado que supone una redundancia, al coincidir con lo excluido como causa de inadmisión en el art. 18.2.a.2 L 2/23, aunque uno se refiera a las infracciones y este a la materia objeto de las mismas.

16.  Los delitos semipúblicos

La mayor parte de los delitos del Código Penal, son de carácter público.

Quiere esto significar que son indisponibles por los implicados en ellos y de persecución general —tanto de oficio, como denunciables por cualquier persona además de quien los haya sufrido—.

A diferencia de los privados —la injuria y la calumnia— donde la víctima no solo decide si se persiguen o no, sino que incluso en cualquier momento pueden perdonarlos haciendo que se cese en su persecución, en los públicos —por su interés general— es indiferente la opinión de la víctima.

Entre ambas categorías existen los denominados delitos semipúblicos/semiprivados, que poseen características y atributos de ambos, la principal, que para que las Autoridades puedan perseguirlos, requieren previa denuncia del ofendido o perjudicado por ellos, esto es, de su víctima —salvo que sea menor de edad o persona con capacidad afectada—, dado que, aunque el delito incide en toda la sociedad, esta entiende que le afecta a la víctima más específicamente, de manera que abandona su persecución penal a su decisión de hacerlo o no.

Dentro de ellos, distinguiríamos aquellos en los que el perdón de la víctima no extingue la acción penal ni la responsabilidad de esa clase (semipúblicos), como es el caso de los delitos de agresión o de acoso sexual (art. 191 CP) y los que sí (semiprivados), como es el caso de los delitos de descubrimiento y revelación de secretos (art. 201 CP)

Son delitos semipúblicos/semiprivados que exigen la previa denuncia de quien resulte ofendido o perjudicado por ellos:


	
—  Art. 142.2 CP: muerte por imprudencia menos grave.

	
—  Art. 147 CP: lesiones leves y maltrato de obra.

	
—  Art. 152.2 CP: lesiones por imprudencia menos grave.

	
—  Art. 161 CP: reproducción asistida inconsentida.

	
—  Art. 171.7 CP: amenaza leve.

	
—  Art. 172.3 CP: coacción leve.

	
—  Art. 172 ter CP: acoso.

	
—  Art. 173.4 CP: injuria leve afectivo familiar y vejación verbal sexual.

	
—  Art. 191 CP: agresiones y acoso sexual.

	
—  Art. 201 CP: descubrimiento y revelación de secretos («comisible» por PJ).

	
—  Art. 228 CP: Incumplimiento deberes asistencia en patria potestad, tutela… e Impago de prestación económica a cónyuge o hijo.

	
—  Art. 267 CP: daños imprudentes por más de 80.000 euros.

	
—  Art. 287 CP: descubrimiento y revelación de secretos de empresa y contra el mercado, —menos alteración de precios e información privilegiada—, esto es: desabastecimiento, falseo de informes, pirateo de programas televisivos de pago…) (comisible por PJ).

	
—  Art. 296 CP: delitos societarios.



Como decimos, estos delitos semipúblicos solo pueden perseguirse penalmente si la víctima decide hacerlo, siendo el único legitimado para poner en marcha el mecanismo de su persecución procesal, —pues al componente de interés general en su persecución, la norma prioriza el deseo de la víctima por denunciarlo, como requisito de procedibilidad—, hay que entender que, si este decide no denunciar expresamente, el delito no puede investigarse.

Problemático —porque estos delitos a la vez que lesionan a la comunidad, lo hacen especialmente a su víctima, mezclando intereses generales con privados—, es el caso de la denuncia por delitos de agresiones o acoso sexuales ocurridos en el trabajo, ya que, además de que solo pueden investigarse si la víctima expresamente lo decide (art. 191.1 CP), para otorgar la protección, así como a terceros que también la cuenten, ha de ser considerada como una infracción que trasciende las cuestiones meramente intrapersonales, interpretación que entendemos, dada su gravedad, debe afirmarse, al afectar siempre y además, indirectamente, al interés general —los ataques a una víctima, son ataques a toda la sociedad—.

Sin embargo, esto que propugnamos sobre los que arriba hemos clasificado como delitos semipúblicos, —más cercanos a los públicos—, no lo predicamos de los semiprivados, —más cercanos a los privados en que se afecta más a la privacidad que al interés general— y, en consecuencia, ahí sí, conforme al art. 35.2.b L 2/23, no deben otorgar protección al tercero ajeno que los denuncie.

17.  Sectores concernidos: sector privado y público

La información sobre irregularidades en un contexto laboral/profesional que se pueden denunciar se extiende tanto a las ocurridas dentro del sector público como del privado.

Por ello, para hacer posible que se puedan comunicar, la norma obliga a instaurar SII tanto a las entidades privadas como a las del sector público, buscando otorgar protección tanto a los trabajadores y empleados públicos, como a su vinculados ante las irregularidades delictivas y administrativas graves o muy graves de que conozcan e informen.

Aunque en el ámbito penal, las entidades del sector público están excluidas de responder (art. 31 quinquies.1 CP), con la excepción de las sociedades mercantiles públicas que ejecuten políticas públicas o presten servicios de interés económico general (art. 31 quinquies.2 CP), el ámbito administrativo, cada vez más, tiende a expandir al sector público (12) , y esta norma es una confirmación importantísima más, los instrumentos y exigencias del Compliance del sector privado.

18.  Sector privado: corporaciones obligadas a instalar SII

Sin embargo, no todas las corporaciones del sector privado están obligadas a disponer de un sistema interno de información en los términos previstos en la norma, ya que solo lo están las entidades que se recogen en el art. 10.1 L 2/23, esto es:


«a) Las personas físicas o jurídicas del sector privado que tengan contratados cincuenta o más trabajadores.

b) Las personas jurídicas del sector privado que entren en el ámbito de aplicación de los actos de la Unión Europea en materia de servicios, productos y mercados financieros, prevención del blanqueo de capitales o de la financiación del terrorismo, seguridad del transporte y protección del medio ambiente a que se refieren las partes I.B y II del anexo de la Directiva (UE) 2019/1937, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, que deberán disponer de un Sistema interno de información que se regulará por su normativa específica con independencia del número de trabajadores con que cuenten. En estos casos, esta ley será de aplicación en lo no regulado por su normativa específica.

Se considerarán incluidas en el párrafo anterior las personas jurídicas que, pese a no tener su domicilio en territorio nacional, desarrollen en España actividades a través de sucursales o agentes o mediante prestación de servicios sin establecimiento permanente.

c) Los partidos políticos, los sindicatos, las organizaciones empresariales y las fundaciones creadas por unos y otros, siempre que reciban o gestionen fondos públicos.

2. Las personas jurídicas del sector privado que no estén vinculadas por la obligación impuesta en el apartado 1 podrán establecer su propio Sistema interno de información, que deberá cumplir, en todo caso, los requisitos previstos en esta ley».



En consecuencia, girar en el mercado como autónomo o como corporación es indiferente a estos efectos, debiendo instalar los SII cualquier empleador —persona física o jurídica— que dé trabajo a más de 50 trabajadores.

En el ámbito privado se comprenden así todas las sociedades mercantiles —en cualquier formato legal: sociedades de capital, unipersonales, cooperativas…— y civiles —asociaciones, fundaciones, ONGs…— que empleen con regularidad un promedio superior a los 50 empleados —laborales o mercantiles—, o que, aunque no los alcancen, se dediquen a las materias indicadas en el párrafo 1.b del precepto.

La inclusión de las extranjeras que se dediquen a servicios, productos y mercados financieros, prevención del blanqueo de capitales o de la financiación del terrorismo, seguridad del transporte y protección del medio ambiente, debe entenderse como excepción de corporaciones con menos de 50 trabajadores, y no debe llevar a pensar que, contrario sensu, la norma excluye de la obligación de implantar SII a las extranjeras dedicadas a otros servicios.

No solo porque nos encontremos ante la trasposición de una Directiva que igualmente impone la obligación de instaurar SII a cualquier empleador de cualquier otro Estado miembro de la Unión Europea que dé trabajo a más de 50 trabajadores, sino también porque al tratarse de una norma disciplinaria, según el art. 8 del Código Civil se extiende a las corporaciones de cualquier otro país del mundo dado que «las leyes penales, las de policía y las de seguridad pública obligan a todos los que se hallen en territorio español», lo que incluye a las físicas y a las jurídicas, aunque sean extranjeras.

No establece la norma si esos más de 50 trabajadores solo abarcan a los contratados fijos, o si además se han de contabilizar también los discontinuos y los temporales.

Como es una norma tuitiva que ante todo pretende la protección de quienes informen de irregularidades cometidas con ocasión del trabajo/profesión, somos partidarios de interpretar esa cantidad atendiendo al promedio de empleados —contratados laborales o mercantiles, fijos o no— que se empleen con regularidad a lo largo del año laboral.

Y en lo que se refiere a los partidos políticos, sindicatos, organizaciones empresariales y fundaciones creadas por unos y otros, y solo estas, únicamente se obliga a instaurar SII a las que «reciban o gestionen fondos públicos», no importa los empleados de que dispongan, significando, por su especialidad, que este párrafo excluye a aquellos que siéndolo, no los gestionen, incluso —supuesto raro— aunque empleen más de 50 trabajadores, privilegio que no sería muy compartible, a la luz del apartado a) de este mismo precepto.

Para el resto de corporaciones o empleadores individuales que no alcancen esas cifras de trabajadores o materia (13) , el párrafo 2 de este art. 10 L 2/23, permite la instalación voluntaria de los SII, obligando, eso sí, a que, si se opta por ello, su instauración cumpla «en todo caso, los requisitos previstos en esta ley», lo que hay que entender conlleva el privilegio de que lo canalizado a su través, también será protegido por la norma.

En estas corporaciones con menos de 50 empleados, y al margen de las que implanten SII voluntariamente, como el art. 10.1.a L 2/23 las exime de esa obligación legal, la posibilidad de denunciar infracciones normativas por parte de sus trabajadores obliga a estos, si quieren obtener protección, a escalar al nivel de los canales externos de las AIPIs (art. 16.1 L 2/23) o incluso a acudir a la revelación pública.

A la misma conclusión se llega mediante una interpretación conjunta del art. 4.1 L 2/23 (el empleado de la PYME, además de presentar riesgo considerable de sufrir una represalia, no puede esperar tratamiento efectivo de la infracción que denuncia, al carecer incluso de canal interno habilitado para hacerlo) con el 16.1 l 2/23, (que permite acudir a él, a cualquier persona física) y el art. 28.1.a y b L 2/23 (acudiendo al externo directamente al carecer de interno que le garantice la adopción de medidas adecuadas para enfrentar la irregularidad, y mucho más en casos de peligro inminente o manifiesto para el interés público, situación de emergencia o riesgo de daños irreversibles).

19.  Grupos de sociedades

En el caso de un grupo de sociedades (14)  será la entidad dominante (art. 11 L 2/23) la que aprobará la «política general relativa al Sistema interno de información … y a la defensa del informante, y asegurará la aplicación de sus principios en todas las entidades que lo integran, sin perjuicio de la autonomía e independencia de cada sociedad, subgrupo o conjunto de sociedades integrantes que, en su caso, pueda establecer el respectivo sistema de gobierno corporativo o de gobernanza del grupo, y de las modificaciones o adaptaciones que resulten necesarias para el cumplimiento de la normativa aplicable en cada caso».

De esa manera, la configuración de la dirección del grupo, decidirá si implanta un SII «para todo el grupo, o bien uno para cada sociedad integrante del mismo, subgrupo o conjunto de sociedades, en los términos que se establezcan por la citada política», pudiendo optar por instaurar un SII único «para todo el grupo», y admitiéndose «el intercambio de información entre los diferentes Responsables del Sistema del grupo, si los hubiera, para la adecuada coordinación y el mejor desempeño de sus funciones».

20.  Medios compartidos en el sector privado

El art. 12 L 2 /23, permite que las medianas empresas (15)  que así lo decidan, puedan «compartir entre sí el Sistema interno de información y los recursos destinados a la gestión y tramitación de las comunicaciones, tanto si la gestión se lleva a cabo por cualquiera de ellas como si se ha externalizado».

La compartición del SII no significa el acceso a la información de una entidad respecto de los datos de la otra, sino tan solo de los recursos humanos y materiales operativos del SII, no de su información, ni de sus propios y específicos canales internos, que serán independientes para cada corporación (art. 32 L 2/23).

La norma arbitra así un medio de reducir costes a las empresas medianas —que es extensible a las pequeñas voluntarias—, pero no de reducción de las garantías anudadas a su gestión.

21.  Sector público: entidades obligadas a instalar SII

A diferencia del sector privado, en el público, no se establecen excepciones al deber de implantación de los SII (por decisión estatal al transponer, porque la Directiva sí las permitía para algunas entidades menores (16) ), de manera que todas las entidades que integran el sector público deben contar con su SII: la Administración General del Estado, la de cada Comunidad Autónoma y Ciudades con estatuto de Autonomía, las entidades de la Administración local —Diputaciones, Ayuntamientos…—, los organismos y entidades públicas —SEPE, CSIC, AENA, ADIF…—, sus asociaciones y corporaciones vinculadas, Autoridades administrativas independientes —AEPD, CNMC, CNMV, CTBG, AIReF…—, Banco de España, entidades de la Seguridad Social, Universidades públicas, corporaciones de Derecho público —Cámaras oficiales, Colegios Profesionales…—, fundaciones de Derecho Público y sociedades mercantiles con mayoría de capital público, los organismos constitucionales —Corona, Congreso, Senado, Gobierno, CGPJ, TC…—, los de relevancia constitucional —Tribunal de Cuentas, Consejo de Estado, Defensor del Pueblo, Consejo económico y Social— y análogos autonómicos.

Los organismos públicos obligados a disponer de un sistema interno de información en los términos previstos en la norma vienen recogidos en el art. 13 L 2/23, comprendiendo:


	
a)  La Administración General del Estado, las Administraciones de las comunidades autónomas, ciudades con Estatuto de Autonomía y las entidades que integran la Administración Local.La opción por un canal (gestor) único, o uno por cada Ministerio —en el caso de la Administración General del Estado— o Consejería —en el de las CCAA(17—), deben decidirla sus órganos de Gobierno, al modo que hemos visto se permite en los grupos de empresas (art. 11 L 2/23) respecto de sus corporaciones, siendo libres de determinar si optan, según consideraciones operativas y de costes, por una gestión y sistema único o por trocearlo en varios, normalmente según su materia.



	
b)  Los organismos y entidades públicas vinculadas o dependientes de alguna Administración pública, así como aquellas otras asociaciones y corporaciones en las que participen Administraciones y organismos públicos.

	
c)  Las autoridades administrativas independientes, el Banco de España y las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social.

	
d)  Las Universidades públicas.

	
e)  Las corporaciones de Derecho público —v. gr.: Colegios profesionales, Cámaras Oficiales, cofradías…—.

	
f)  Las fundaciones del sector público. A efectos de esta ley, se entenderá por fundaciones del sector público aquellas que reúnan alguno de los siguientes requisitos:
	
1.º  Que se constituyan de forma inicial, con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de una o varias entidades integradas en el sector público, o bien reciban dicha aportación con posterioridad a su constitución.

	
2.º  Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un cincuenta por ciento por bienes o derechos aportados o cedidos por sujetos integrantes del sector público con carácter permanente.

	
3.º  Que la mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes del sector público.





	
g)  Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o indirecta, de entidades de las mencionadas en las letras a), b), c), d) y g) del presente apartado sea superior al cincuenta por ciento, o en los casos en que, sin superar ese porcentaje, se encuentre respecto de las referidas entidades en el supuesto previsto en el artículo 5 del Texto Refundido de la Ley del Mercado de Valores, aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre.



Estas sociedades mercantiles públicas, siempre que «ejecuten políticas públicas o presten servicios de interés económico general», además, son las únicas entidades públicas, que, desde el 1 de julio de 2015, pueden responder penalmente (art. 31 quinquies 2 CP) por la comisión de los delitos que específicamente la parte especial del Código Penal señala que pueden cometer las PJs (se enumeran en el Anexo de esta obra).

Y todo, con el privilegio, respecto de las del sector privado, de que únicamente podrán ser sancionadas con las penas de multa, —por cuotas o proporcional— e intervención judicial —para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los acreedores por el tiempo que se estime necesario, que no podrá exceder de cinco años—, salvo que el Juez aprecie que sus promotores, fundadores, administradores o representantes la hayan constituido con el propósito de eludir una eventual responsabilidad penal, en cuyo caso se les podrá imponer cualquiera de las demás contempladas en el art. 33.7 CP.

2. También deberán dotarse de un Sistema interno de información, en los mismos términos requeridos para las entidades del sector público enunciados en el apartado anterior, los órganos constitucionales, los de relevancia constitucional e instituciones autonómicas análogas a los anteriores.

Como algunos de los organismos hasta aquí clasificados, por ejemplo: la CNMC, CNMV, Sepblanc, AEAT, AEPD…a su vez, cuentan con funciones de comprobación e investigación de incumplimientos en razón de su competencia, que coinciden con algunas de las denunciables según el art. 2 L 2/23, el párrafo 3º del meritado art. 13 L 2/23 que analizamos les obliga a distinguir en su seno y a contar con al menos dos canales (dentro de su SII):


	
—  «un canal interno referente a los propios incumplimientos del organismo o su personal, y»

	
—  otro «canal externo referente a las comunicaciones que reciba de los incumplimientos de terceros cuya investigación corresponda a sus competencias».



Como más adelante veremos, tanto el art. 18.2.d como el 20.2.c L 2/23, al indicar las decisiones que las AIPIs deben adoptar cuando investiguen irregularidades conocidas a través del canal externo, en su caso detectar cualquier presunta irregularidad administrativa grave o muy grave, queda obligada a trasladar «todo lo actuado a la Autoridad competente» para verificarla y, en su caso, sancionarla.

Y cuando esta Autoridad administrativa competente la reciba, conforme al art. 13.4 L 2/23, «resolverá si procede o no iniciar una comprobación o investigación del sujeto afectado dando traslado de ello al informante», de manera que, una vez acabada, volverá a comunicarle «el resultado de la comprobación» que podrá ser de carácter «genérico» en los casos en que el expediente sea «reservado o confidencial» por así disponerlo alguna norma con rango de ley.

Estas decisiones de la Autoridad administrativa competente en relación con las informaciones que se reciban desde las AIPIs (art. 13.5 L 2/23), «no serán recurribles en vía administrativa ni en vía contencioso-administrativa».

22.  Medios compartidos en el sector público

Al igual que para el sector privado, y con la idea de reducir costes de gestión, que no garantías, el art. 14 L 2/23 permite a los «municipios de menos de 10.000 habitantes, entre sí o con cualesquiera otras Administraciones públicas que se ubiquen dentro del territorio de la Comunidad Autónoma, compartir el Sistema interno de información y los recursos destinados a las investigaciones y las tramitaciones».

Por su parte, las entidades pertenecientes al sector público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de órganos de las Administraciones territoriales, y que cuenten con menos de cincuenta trabajadores, «podrán compartir con la Administración de adscripción el Sistema interno de información y los recursos destinados a las investigaciones y las tramitaciones».

Pero lo principal es que, en todo caso, compartir no implica dejar de garantizar «que los sistemas resulten independientes entre sí y los canales aparezcan diferenciados respecto del resto de entidades u organismos, de modo que no se genere confusión a los ciudadanos».

(17) En el caso de la Comunidad Autónoma de Euskadi, su Decreto 89/2023, de 13 de junio, de creación y regulación del sistema interno de infracciones normativas y de protección de las personas informantes en el marco del sector público de la Comunidad Autónoma de Euskadi (BOPV de 27 de junio de 2023) se ha optado por un único marco normativo para el SII de todas las entidades del sector público vasco, muy asentado en el procedimiento regulado en la L 2/23, y cuyo Responsable (RSII) será un alto cargo, con rango de Director/a nombrado por el Consejo de Gobierno, por 6 años, improrrogables, especializado en Derecho y organización de la Admón. Pública.






	 (1) 

	Alemania, Bélgica, Croacia, Dinamarca, España, Francia, Irlanda, Letonia, Luxemburgo, Países Bajos, Suecia, Bulgaria, Eslovaquia, Estonia, Grecia, Malta, Polonia, República Checa, Austria, Chipre, Eslovenia, Finlandia, Hungría, Italia, Lituania, Portugal y Rumanía.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Como dice el considerando 47 DW: «Para la detección y prevención efectivas de infracciones del Derecho de la Unión es fundamental, en la medida de lo posible, que la información pertinente llegue rápidamente a quienes están más próximos a la fuente del problema y tienen más posibilidades de investigarlo y competencias para remediarlo» …… Se pretende «contribuir a fomentar una cultura de buena comunicación y responsabilidad social empresarial en las organizaciones, en virtud de la cual se considere que los denunciantes contribuyen de manera significativa a la autocorrección y la excelencia dentro de la organización».


	 Ver Texto 




	 (3) 

	V. gr.: STJUE Sentencias de 21 de febrero de 2006, asunto C-255/02, Halifax y otros —NFJ021677—; y de 22 de mayo de 2008, asunto C-162/07, Ampliscientifica y Amplifin —NFJ028749—)


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Quizá la omisión de otras autoridades ante las que denunciar delitos se deba a que la norma traspone una Directiva de la Unión europea, en cuya mayoritaria parte de estados miembros, la instrucción penal sólo la lleva el Ministerio Fiscal, a diferencia de lo que ocurre en España, donde la competencia para la instrucción penal en la mayor parte de los procesos por delito —se excluyen los contra menores y los contra los intereses económicos comunitarios— la ejerce el Juez de Instrucción.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	art. 5.8 DW los define como toda «persona física que asiste a un denunciante en el proceso de denuncia en un contexto laboral, y cuya asistencia debe ser confidencial».


	 Ver Texto 




	 (6) 

	https://valenciaplaza.com/antifraude-recibio-453-denuncias-2022-casi-mitad-eran-sobre-procesos-seleccion. Las denuncias anónimas supusieron en 2022 el 58 % del total.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	https://www.antifrau.cat/es/investigacion/actividad-de-investigacion.html. Las denuncias anónimas suponen un 45´3 % de las que se presentan en Cataluña. Le siguen las hechas por particular identificado: 29´9 %; grupo político: 13´3 %; empleados públicos: 5´6 %; sindicatos: 2´3 %...


	 Ver Texto 
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